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Nuestro estudio tiene por objeto comentar una interesante sentencia cíel Tribunal
Supremo dictada el 10 de mayo de igóc.

A) H 3 c K o s

El 16 de maye d?. 1957, los actores, tres oficiales de ía Marina marcante española,
•inscribieron sendos contratos cíe embarco, por un año, con ía entidad armadora cS. L.
rt?. New York», a través de su agente en España «Í5. K. y M., S. A.»', para dasemps*
ñar en buque, propiedad de aquélla, las pinzas de oficiales de puente. Hn tales contra
tos se declara que estarán sujetos como mínimo a ¡a ley de Trabajo en la Marina mer»
cuite.

Se firman en ¡a ciudad <¡t Cádiz, domicilio de los actores y del agente de !a entidad
armadora, así como punto de partida de la navegación.

El I-J. de noviembre de 1957 fueron desembarcados los tres oficiales en el puerto de
fialümore donde se practicó la liquidación, habiendo percibido los mismos la totalidad
Qe los emolumentos concertados, si bien sólo hasta la expresada fecha. A cada uno
da ellos se les entrega una certificación en la que se hace constar que el desembarq'12
frié por conveniencia de la empresa, así como si buen comportamiento, pericia y compe-
tencia que habían demostrado (1).

tres sentencias del Supremo: a), una de ig-XIÍ-58
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B) DOCTRINA JURISPRUDENCIA!.

¡Considerando que come antecedente necesario hay que tener muy pre-
senté, a los finas pretendidos por los recurrentes, que esta Sala en su senten-
cia de 23 de noviembre de 1959, dictada en este mismo proceso fijó clara-
mente las clases de acciones ejercitadas por los actores, contrariamente a lo
que el juzgador de instancia entendió de tratarse de reclamación por despi-
do injustificado, y consiguiente indemnización par tal motivo, puesto que
las accionas acumuladas por los actores recurrentes son dos: la primera es
de reclamación de salarios para conseguir el cumplimiento de obligaciones
contractuales, que derivan de contratos de embarque, acción derivada a su
vez de «incumplimiento unilateral de contratos celebrados con. los requisitos
legales», y la segunda contraída a la indemnización de perjuicios cansados,
en opinión de ¡os recurrentes, por la pérdida de los días de navegación.»

En la sentencia de 23-IX-59, traída a colación por este primer considerando, se dice
textualmente que «la Magistratura cometió el error de sustituir la acción precisa y cla-
ramente ejercitada (de reclamación de salarios por incumplimiento) por otra de natu-
raleza dispar (de despido injustificado), lo que no resulta procedente para llegar a la-
conclusión de ía caducidad de la acción, per haberse interpuesto las demandas después
del plazo establecido por el art. 82 de la ley de Contrato de trabajo» (LCT).

Dividiremos nuestro comentario en dos apartados. En el primero examinaremos,
ciñéndonos al caso planteado, la doctrina contenida en el primer considerando trans-
crito. Y en el segundo el criterio seguido por el Tribunal Supremo respecto a los efec-
tos económicos que se derivan, del incumplimiento del contrato por parte del empresa-
rio (considerandos restantes).

í. Resolución injusta de contrato de trabajo por al empresario

Cuando el empresario da per terminada una relación laboral sin causa que lo jus-
tifique, es bastante frecuente (2) que 1?. Magistratura lo califique como despida injus-
tificado, declarando caducada la acción (pties suele interponerse la demanda fuera deí
plazo previsto), y que luego el Tribunal Supremo, ante la reclamación del perjudica-
do, case la sentencia del Magistrado calificando la ruptura unilateral de incumpli-
miento contractual, concediendo, por tanto, al actor un plazo de tres años para el
ejercicio de la acción, según el art. 83 de ¡a LCT.

A nuestro modo de ver, con esta doctrina jurisprudencial lo que se pretende es
satisfacer los legítimos derechos de la parte perjudicada, que por el transcurso del bre-
vísimo plazo de caducidad de quince días (3) sin interponer la acción correspondiente,
se vería privada de ellos.

(2) Así, por ejemplo, las sentencias de t6-V-6o, 17-X-60, i3-X-;>6, 6-V-49, etc.
(3) Tal plazo es a todas luces excesivamente corto, sobre todo si pensamos que la

acción ha de ser ejercitada por personas que es fácil lo desconozcan.
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Aun considerando justa a priori tal solución, es preciso examinar con detenimien-
to los fundamentos jurídicos en que el Tribunal Supremo se apoya.

El criterio no es unánime y en algunas ocasiones desacertado como luego veremos.
En la sentencia que comentamos no importa decir ya que, a nuestro juicio, se adoptan
ios fundamentos más correctos.

Los examinaremos haciendo algunas consideraciones previas.
*..» resolución injusta por .el empresario de un contrato de trabajo, ¿es un incum-

plimiento contractual o un despido injustificado? (4).
Kn realidad caben perfectamente ambas calificaciones jurídicas por las raion.es que

ahora veremos.
1) Generalidades sobre el incumplimiento contractual. -Todo contrato tiende pe"

se ai cumplimiento de las prestaciones que encierra, de tal modo que éste, el cumpli-
miento, es el modo más normal y completo de las obligaciones (5). Pero puede ocurrir,
y de hecho ocurre, que tal tendencia se trunque: que. una de las partes no cumpla
con lo convenido. Tal incumplimiento tendrá diversa sanción según sea voluntario o
involuntario, total o parcial.

En el caso que nos ocupa es indudable que la entidad armadora incumplió volun-
tariamente «por su conveniencia», su primordial obligación: la de dar trabajo a los
oficiales, según contrato suscrito con éstos.

Por tanto, a los actores asiste una acción de reclamación por tai incumplimiento
que pueden' hacer efectiva ante el juzgador.

En el campo civil claramente lo dispone el art. 1.124 del Código civil (C. o) .
Vemos lo dispuesto en el ordenamiento laboral.
2. El despido injustificado.—Perfeccionado un contrato de trabajo, empresario y

trabajador están obligados a cumplir sus prestaciones en el tiempo y según la forms
previstos.

Pero tai obligación recíproca puede ser contravenida por ambas partes. Concreta-
mente cuando el empresario —que es el caso enjuiciado- - resuelve el contrato sin que
se den Jas causas señaladas en el art. 77 de la LCT, estaremos en presencia de un
despido injustificado, de una resolución no causal del contrato, por la cual quien in
cumple es el empresario (6).

A tal despido se le otorgan en el ordenamiento laboral unos determinados efec-
tos : los señalados en el art. 99 del texto refundido de procedimiento laboral. de 1958
(TRPL) y en el 81 de la LCT.

En el supuesto de la litis está claro que por tratarse de un contrato de embarco
y, por tanto, de trabajo, los actores pueden ejercitar una acción por despido injusti-
ficado.

(4) Es preciso hacer constar que en nuestro Derecho positivo laboral, a diferencia
del de. otros países, no se admite la resolución ad nuhmt del empresario, como forma
extintiva normal del contrato de trabajo. Algún autor, sin embargo, propugna su admi-
sión para dar una correcta fundamentación teórica al despido injustificado.

Vid. el interesante artículo de DE I-A VILLA: «Teoría del receso», en Rev. de Dere*
cho de. Trabajo. Madrid, noviembre-diciembre, de 1960.

(5) Vid. ampliamente en Bni.TRÁN DE MERHDIA: Iil cumplimiento de las obligado'
"es. Madrid, 1958, págs. 17 y sigs.

(6) Así lo entiende ALONSO GARCÍA para todo acto resolutorio no causal por parta
del empresario. Vid. Derecho del Trabajo. Barcelona, 1960, II, pág. 6.14.
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Por tanto no cré_mcs que sea lícito oponer ..incumplimiento d.- ccnii'aío' y 'Jt-s-
oido injustificado', pues e! mismo hecho —ruptura unilateral por el empresario, siri
causa que lo justifique— puede ser calificado correctamente de un modo o de ofro.

No es problema de calificación jurídica —pues caben ambas- -, sir.c de acción pro-
cesal ejercitada. Esta puede dirigirse o bien a pedir una indemnización por incum-
plimiento, o b:cn a reclamar contra e! despido injustificado. Y el juzgador no puede,
romo acertadamente dice ¡a sentencia de J3-IX-59 (aplicable .1 este preces») c?n;biar
arbitrariamente la acción ejercitada en el juicio, sino resolver la pretensión que aqué-
lla encierra.

E! hecho de <u:e se. trate de. un contrato por tiempo determinado tendría relevan-
cia .si se admitiera la resolución o.á v.utum —cerno poder normal del empresario (7)-
c-.n cuanto a las limitaciones y garantías de l.i misma y en cuanto •'• las indemnizacio-
nes ; mas no la tiene en si despido injustificado, pues ninguna distinción hace a! efecto
el art. 99 del TRFL.

lisie criterio que JICMOS examinado del Tribunal Supremo, .¡demás de constituir
un correcto y equitativo modo de evitar los contundentes efectos de! plazo de cadu-
cidad del art. 82 de la LCT, está, como hemos visto, perfectamente fundamentado.

No lo está, por el contrario, el adoptado en otras sentencias pava casos seme-
jantes (8).

Sin embargo creemos que puede encontrarse una justificación mis honda .1 la doc-
trina adoptada por el Tribunal Supremo. En este sentido, si la legislación laboral ca-
taloga toda resolución injusta del contrato de trabajo por el empresario, como despi-
do injustificado, ¿es licita !a renuncia del despido a su acción contra tal hecho., optan-
do cor ei ejercicio de la acción indenmizatoria por incumplimiento de contraía?

I.a respuesta no puede ser unívoca por lo que vamos 5 ver.
Á nuestro juicio, con la acción por despido injustificado (a), lo '-¡u?. el ¡rsbsjador

pide en pñncijño—• es el cumplimiento del contrato: que se le readmita, declarando
improcedente el despido. Pero decirnos ••en principio» porque es preciso distinguir dos
casos:

a) Que la empresa tenga más de 50 trabajadores. Kn tal supuesto, el derecho de
opción (art. 99 TRPL) entre reingreso e indemnización corresponde al trabajador. Por
tanto, éste, ante la ruptura unilateral del contrato, susceptible de calificarse como in-
cumplimiento o como despido injustificado, puede ejercitar una acción u otr¿, ya que
en definitiva es él en virtud del derecho de opción quien ha de decidir si prefiere,
el cumplimiento (readmisión) o la indemnización por incumplimiento. En otras pala-
bras, cuando opta por ¡o segundo renunciando a la acción por despido injustificado.

(7) ALONSO OLF.A, en su sugestiva obra El despido (Madrid, 1958, pá?s. 1S8 y sigs.),
niega la posibilidad de su reconocimiento en el contrato de trabajo por las característi-
cas de éste.

(8) Así, por ejemplo, en la sentencia de 17 de octubre, de I<J6O, en la que se dice
que: '/.Los hechos que se declaran probados configuran un caso de incumplimiento de
contrato y no de despido... ya que el supuesto contemplado (resolución injusta de con-
trato) no encaja un ninguna de las causas taxativamente señaladas en el art. 77 de la
LCi'., únicas en las que puede fundarse el eic-rcicio de la acción por despido.?:.

(y) Es evidente ¡a falta de precisión terminológica de! arí. 'A.\ de la LCI' al hablar
sólo de despido injustificado como ha puesto de relieve I-SREZ BOTIJA : ¡il cont/ata de
trabajo. Madrid, 195/;, pág. 1.S5.
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lo que hace es manifestar su voluntad en el sentido de que no quiere que se cumpla
1a obligación, sino que se le indemnice por el incumplimiento. Con ello no lesiona nin-
gún derecho del empresario, pues aun calificando el hecho de despido improcedente,
la postura de aquél resulta pasiva en cuanto a la readmisión (cumplimiento del con-
trato) o indemnización (por incumplimiento).

Tales consideraciones pueden aplicarse al supuesto contemplado en la litis por tra-
tarse de una empresa de más de 50 trabajadores.

b) Cuando la empresa tenga menos de 50 trabajadores, el derecho de opción co-
rresponde a¡ empresario. Por tanto, el trabajador lo único que puede hacer es recla-
mar por el despido decidiendo ei empresario sobre eí cumplimiento (readmisión) o
la indemnización.

Si el trabajador -a priori - ejercitase, ;¡rite la resolución injusta del contrato, unú
acción por incumplimiento, violaría un derecho de tercera (el empresario), pudiendo,
a nuestro juicio, reclamar éste, pues el tener reconocido por la ley el derecho de op-
ción, puede interesarle el cumplimiento del contrato y no la indemnización.

Ks interesante observar que en este supuesto existe una desviación de lo precep-
tuado de un rr.cdo general en el art. 1.124 de! Código civil, puesto que el perjudicado
'•-' c:especiido no puede optar por c! cumplimiento o la resolución, sino que es el em-
presario — que incumplió— el que ha de decidir.

De este modo creemos que se Ilesa a la misma solución, pero sin salimos del orde-
namiento jurídico-laboral.

II. Efectos económicos del incumplimiento

Una vez que el Tribuna! Supremo califica el hecho -según la acción ejercita-
da- • como incumplimiento de contrato, queda por resolver ios derechos económicos
'•í la partí; perjudicad;:. No debe olvidarse que !a petición de los actores es do-
ble : por un lado, reclamación de les salarios dejados de percibir, y por otro, indem-
nización de perjuicios.

í?;ir.i dilucidar la primera, el primer problema que se plantea, según el siguicntu
considerando, es el de saber:

«Si la obligación de pagar los sueldes estipulados en los contratos de em-
barque celebrados per tiempo cierto, específicamente señalados, requiere come-
presupuesto ineludible, la previa prestación de servicios -—tesis de la senten-
cia combatida - o si, por el contrario, cerno sostienen los recurrentes, os-
tentan el derecho expectante hasta la finalización del período de tiempo,
ai percibo de esos salarios referidos a los cuatro meses y cuatro días en
que, por ser desembarcados, dejaron de prestar el servicio encomendado, per
causas exclusivamente imputables a la empresa patronal, que unilateralmen»
te y por su propia conveniencia rompió la relación jurídica que vinculaba a
ambas partes.»

Ant« tai dilema el Tribuna! Supremo entiende que :

Comu norma general podría aducirse, apoyado en la i.CT -art. 54, pá-
rrafo i.°—, que la prestación de trabajo debe preceder al pago de! salario,
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mas ello no quiere decir en manera alguna que esa regla general sirva copio
norma absoluta e irjclerogable del Derecho positivo laboral, ya que repasan-
do dicha disposición se encuentran dentro de ella preceptos claros y preci-
sos que descubren el derecho al salario íntegro por el productor a pesar cía
no haber prestado sus servicios o producido sus obras, o no haber dado al
trabajo el rendimiento debido, cuando tales hechos son producidos por cir-
cunstancias imputables al empresario y no al trabajador (arts. 40 y 47 de
la LCT.»

Pintonees, sigue diciendo el Tribunal Supremo, el trabajador

«se libera de acuerdo con lo establecido en el art. 1.184 del C. c , pero e!
empresario viene obligado a la contraprestación de los sueldos debidos, por
el tiempo corrido desde la fecha en que el trabajador se vio imposibiEtado
de prestar sus servicios, por una circunstancia imputable al patrono, hasta
la fecha ele expiración del plazo de duración del contrato..., ya que de en-
tender lo contrario resultaría que el cumplimiento del contrato quedaría al
arbitrio de uno de los contratantes en abierta oposición a lo que preceptúa
e! art. 1.256 del C. c>;

1) Pago de salarios por servicios no prestados.—De un modo general, tanto ia legis-
lación y jurisprudencia como la doctrina entienden que sin prestación de trabajo nc
hay salario: «como el derecho a la retribución es consecuencia de la prestación de
trabajo, faltando éste, necesariamente se carece del derecho a aquélla» {sentencia de
30-XI-53). Y así se desprende del art. 54, párrafo i.°, y 75, apartado 1.", ambos da
¡a LCT.

Pero tal criterio general es preciso ponerlo en relación necesariamente con las cau-
sas que originaron la nc prestación del trabajo.

Así, la sentencia de 26-II-53, dice claramente que «el contrato de trabajo obügr.
a prestaciones recíprocas y. por tanto, cuando el productor deja ele rendir el servicio
convelido a consecuencia de acaecimientos ajenos a la relación laboral, sin que ía cau-
sa de ¡os mismos pueda legítimamente imputarse ai patrono, éste no viene obligado
a remunerar servicios que no se prestaron, salvo los casos su que ía ley específica-
mente preveyó supuestos en los que por razones dimanantes de circunstancias perso-
nales, de ía cosa materia de la relación de trabajo, de servicios públicos obligatorios
y otros sucesos análogos, dispuso abono de salarios sin prestación equivalente» (artícu-
los 35, 67, 79 y 80 de la LCT.

Por tanto, y a sensu contrario, en el caso que nos ocupa, al no prestarse eí tra-
bajo por «conveniencia» de la empresa, ésta se hace responsable. Para medir tal res-
ponsabilidad económica, el Tribunal Supremo, como hemos visto, trae a colación los
Artículos 40 y 47 de la LCT, que. vamos a examinar.

2) Examen del art. 47 [párr. 1.") de la Uy de Contrato de trabajo. -Dejando apar-
te el art. 40, que sólo puede aplicarse por analogía, ya que. está ordenado para z\
destajo, estudiaremos el art. 47, que parece tener una más directa aplicación.

Fundamentar, en el caso de la litis, los derechos económicos de los actores en el
precepto citado, lo estimamos incorrecto por una interpretación demasiado amplia de
su contenido.
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;<Si el trabajador —dice el art. 47- no pudiera prestar sus servicios o producir sus
'obras una vez vigente ei contrato, porque el empresario se retrasare en darle trabajo
o por impedimentos que provinieran de ios locales, los materiales, las maquinarias, los
instrumentos o cualquiera otra circunstancia imputable al empresario y no al trabaja-
dor, éste conservará su derecho al salario, sin que pueda hacérsele compensar el que
perdió con otro trabajo realizado en otro tiempo» (párr. 1.").

A nuestro juicio, lo que en este artículo se está contemplando es la interrupción del
trabajo —por causas imputables al empresario— y aun, forzando la figura, se. está
refiriendo á la suspensión, pero nunca a 1?. extinción del contrato, ya que entonces
perdería su sentido.

Cuando dice «... o cualquiera otra circunstancia imputable, al empresario...» creemos
que se refiere, a la circunstancia causa del retraso, ya que es éste solamente el moti'
vo por el que el trabajador no- puede «prestar sus servicios o producir sus obras»,
pudiendo obedecer ese retraso o a «impedimentos que provinieran de ios locales...-.)
o a «cualquiera otra circunstancia imputable al empresario».

Abonan tal interpretación las palabras empleadas en. los siguientes párrafos de!
mismo artículos así, dice el párrafo 2 . 0 : «... tiempo perdido...», y el 3 ." ; «... durante
al impedimento...»

Todo ello indica, a nuestro juicio, el carácter temporal» no definitivo, de la no
prestación de servicios por parte del trabajador, sin culpa suya, sino del empresario.

Por ello es lógico que en tal artículo se hable de salario y no de indemnización,
porque el contrato sigue en vigor, aunque se haya interrumpido. Y así, e! Decrete
de ;u-IX-1960 califica como salario: «las cantidades que obligatoriamente hayan de
abonarse por tiempo de espera, reserva o interrupción del trabajo», art. 3.°, ap. 6.°

Pero en el caso enjuiciado no creemos aplicable e! ait. 47 porque no estamos ante
un supuesto de suspensión, sino de extinción de contrato.

Ello no significa que los actores queden sin ningún derecho, como pretendía el
juzgador de instancia, ya que no debe olvidarse corno dice el Tribunal Supremo, que
ia no prestación de servicios tiene su causa en la voluntad del empresario. Por tan-
to, éste queda sujeto al pago de una indemnización de daños y perjuicios que no debe
consistir, necesariamente, en la totalidad de los salarios dejados de. percibir, ni se íe
puede llamar salario (10).

El mismo Tribunal Supremo, en su sentencia de 13-XI-56 resolviendo un caso
idéntico a éste, lo dice claramente: «entraña grave srror el suponer que la indemni'
nación deba consistir en el importe de todos ios sueldos y emolumentos que hubieran
correspondido a la actora en caso de cumplimiento normal del contrato en su totali'
dad, ya que deben quedar reducidos conforme a ios arts. 1.101 y concordantes del
Código civil.a Y lo mismo en la de 2 de marzo de 1940, en ¡a que se resuelve que
si durante el tiempo de vigencia de un contrato se da por terminado éste por el pa-
trono, el obrero no puede reclamar que se le abonen los salarios que falten hasta ¡2
expiración de! mismo, a menos que se hubiera pactado expresamente <ri).

Creemos, en resumen, que en los supuestos en que el demandante ejercita una

(10) Vid. art. 4.0, ap. 5.0 del De.cre.to de 21 de septiembre de 1960.
(11) En los contratos por tiempo determinado, 1-íÍREZ 3OI1/A entiende que la de-
icia anticipada de los mismos originará un resarcimiento da perjuicios a cargo de la." " " • " » ^ * » * *̂ *A Ji^t4-V*d ^L\*. i * í » l AJl£l »JUA^-'hJ V L 1 1 , 1 1

parte que lo realiza. Op. cit., pág. 225
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acción, por incumplimiento cié contrato, y no por despido injustificado, por causa de
una resolución injusta de] empresario, la LCT no ha previsto directamente un régi-
men mdemnizatorio y que, p° r tanto, habrá que acudir a la legislación subsidiaria.
Concretamente a les arts. I.IOI y concordantes del Código civií.

Un afgiitnento a favor del criterio expuesto en la sentencia acabada de citar puede
encontrarse, por analogía, en ias indemnizaciones fijadas para el despido injustifica-
do. Piénsese, por ejemplo, en un trabajador despedido sin cansa justa, que tenía sus-
crito un contrato por año y medio; si ejercita la acción que le reconoce el art. 82
c'e ía LCT, nunca puede obtener una indemnización superior a un año (12). Con
ello, en e! mejor de les casos, deja de percibir los salarios correspondientes a seis
meses de trabajo.

Pero además creemos que de este modo se obtienen dos ventajas, una para el tra-
bajador y otra para el empresario. Para el trabajador: una vez resuelto el contrate
y concedida la indemnización por incumplimiento, aquél puede seguir trabajando en
otra empresa, sin perder ía indemnización. Por el contrario, si se aplicr.se el art. 47
t!e la LíCT habría que operar el descuento previsto en el párrafo 3."-' del mismo.

Para el empresario: disminuir la gravedad que para él puede suponer el abono
ele iodos ios salarios dejados de percibir por los trabajadores, en. contratos de tiempa
determinado largo, cuando rompe la relación jurídicc-laboral per conveniencia suya,
sin causa encajable en el art. 77 de la LCT.

Con respecto a la segunda acción ejercitada por los demandantes, el Tribunal Su-
premo resuelve que no hay lugar a la indemnización ele daños y perjuicios ya que

«les hechos probados no hacen mención alguna sobre la existencia de tales
perjuicios, ni si fueron o no producidos».

Sobra todo comentario después de todas nuestras consideraciones anteriores, pues
creemos que tal indemnización debería ir incluida en la total por incumplimiento de
coatraío.

Corrió punto final creemos interesante reseñar que con fecha 6 de diciembre de
19601 el Tribunal Supremo ha dictado una sentencia declarando la competencia de
1;: Magistratura para conocer de la reclamación formulada, por incumplimiento de con-
trato, de un jefe de. máquinas contratado por la entidad armadora «S. L. de New
York», a través de su agente en España «B. K. y JVi., S. A.». Tal entidad resolvió
<ú contrato antes de su terminación, per lo que el jefe de máquinas pide los salarios
debidos e indemnización de daños.

Según parece estamos en eí primes' estadio de los tres a que dio lugar el supues-
to que hemos examinado. (Vid. nota 1.)

,'u/iN ANTONIO SAGARCOY BBNGOCKEA

(12.) Así, ALONSO OLEA opina con acierto que la resolución «rote tampus sin causa
JESiificada de contrato por tiempo determinado es un despido sometido a las reglas ge-
nerales del mismo. Op. cit., págs. JOO y 201.
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